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a Cámara 4ª Civil y Comercial 
de Córdoba hizo lugar parcial-
mente a la apelación y ordenó 

que, ante la insuficiencia de los fon-
dos depositados para cancelar la ta-
sa de justicia y los honorarios profe-
sionales, se determine el monto to-
tal de ambos créditos y se distribuya 
el dinero a prorrata, según el por-
centaje correspondiente a cada 
acreencia. Consideró que el crédito 
fiscal no tiene en el caso una priori-
dad absoluta sobre los honorarios, 
pues ambas acreencias revisten ca-
rácter común o quirografario y de-
ben concurrir en igualdad de rango. 

El tribunal, integrado por Federi-
co Alejandro Ossola y Viviana Siria 
Yacir, analizó la prelación de cobro 
entre la tasa de justicia y los honora-
rios del abogado interviniente frente 
a la insuficiencia del dinero existen-
te en la cuenta judicial para satisfa-
cer íntegramente ambos conceptos. 

La cámara recordó que el Código 
Tributario Provincial impone a 
magistrados y funcionarios res-
ponsabilidad por el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias vin-
culadas con los actos que autori-
zan y los faculta para retener o re-

querir de los contribuyentes los 
fondos necesarios. En particular, el 
artículo 340 permite a los jueces 
efectuar esas retenciones para can-
celar la gabela judicial. 

Sin embargo, sostuvo que esa fa-
cultad administrativa y tributaria 
no puede interpretarse aislada-
mente, sino que debe armonizarse 
con el régimen de privilegios y pre-
ferencias establecido por la legisla-
ción de fondo. Desde esa perspec-
tiva examinó la aplicación del artí-
culo 2585 del CCCN, referido a la 
denominada reserva de gastos, 
que había servido de fundamento 
para reconocer en primera instan-
cia prioridad a la tasa de justicia. 

Los vocales señalaron que esa 
disposición se encuentra circuns-
cripta a situaciones en las que exis-
te un privilegio especial sobre un 
bien determinado. La norma esta-
blece que, antes de satisfacer un 
crédito con privilegio especial, de-
ben reservarse las sumas corres-
pondientes a su conservación, cus-
todia, administración y realiza-
ción. La reserva de gastos no cons-
tituye propiamente un privilegio, 
sino una preferencia destinada a 

atender erogaciones realizadas en 
beneficio de otros acreedores. 

 
Privilegios 
La alzada destacó además que el 
CCCN consagra, conforme al artí-
culo 2574, un sistema de privilegios 
de numerus clausus y que las cos-
tas, incluida la tasa de justicia, sola-
mente poseen privilegio especial en 
los supuestos contemplados legal-
mente. En el expediente no existía 
un asiento sobre el cual pudiera re-
caer esa clase de privilegio ni el cré-
dito principal gozaba de alguno de 
los previstos por el artículo 2582. 

Por ello concluyó que tanto el cré-
dito fiscal correspondiente a la tasa 
de justicia como los honorarios re-
gulados al abogado apelante deben 
calificarse como créditos comunes 
o quirografarios. Los gastos de justi-
cia únicamente cuentan con una si-
tuación preferente respecto del cré-
dito al cual beneficiaron las diligen-
cias procesales que posibilitaron su 
percepción, circunstancia que im-
pedía extender la regla del artículo 
2585 para conceder al fisco una pre-
lación absoluta. 

Ante la concurrencia de acree-
dores de igual rango y la insuficien-
cia de fondos, el tribunal entendió 
aplicable la regla del artículo 2581 
del CCCN, según la cual los acree-
dores sin privilegio deben cobrar a 
prorrata de sus respectivos crédi-
tos. En consecuencia, consideró 
que postergar íntegramente el pa-
go de los honorarios hasta cancelar 
la totalidad de la tasa de justicia 
vulneraba el principio de igualdad 
entre acreedores quirografarios. 

La resolución aclaró que esta so-
lución no desprotege el interés fis-
cal. El juzgado conserva la posibili-
dad de certificar la deuda corres-
pondiente a la tasa y remitir las ac-
tuaciones al área de Administra-
ción del Poder Judicial para procu-
rar su cobro por la vía pertinente, 
incluso respecto del saldo even-
tualmente impago. 

De ese modo, se compatibiliza la 
protección de las rentas públicas 
con el carácter alimentario de los 
honorarios profesionales, sin alte-
rar el régimen legal de prelación. El 
juez deberá calcular ambos crédi-
tos, establecer qué porcentaje re-
presenta cada uno sobre el total y 
aplicar esas proporciones al dinero 
depositado, reteniendo la parte co-
rrespondiente a la tasa de justicia y 
librando, si se cumplen los requisi-
tos legales, la orden de pago de los 
honorarios por la suma resultante. 
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Honorarios y tasa de justicia 
deben cobrarse a prorrata  
si los fondos no alcanzan
El crédito fiscal no tiene prioridad absoluta frente a la retribución profesional 
cuando ambos son quirografarios, por lo que corresponde distribuir el dinero 
disponible según la proporción que represente cada acreencia 

Un ataque de perros terminó 
con una indemnización  
de más de $20 millones 
La Unidad Jurisdiccional Civil Nº 
5 de Bariloche condenó a M. S. N. 
a pagar $20.818.991 a S. M. R. por 
los daños sufridos al ser atacada 
por uno de sus perros, al conside-
rar que la prueba testimonial, los 
indicios y las restantes constan-
cias permitían atribuirle la guarda 
de los animales y tener por acredi-
tado el hecho, pese a que no exis-
tieron testigos presenciales de la 
mordedura. El juez Cristian Tau 
Anzoátegui aplicó el régimen de 
responsabilidad objetiva por da-
ños causados por animales y des-
tacó que los indicios precisos y 
concordantes pueden generar 
convicción suficiente sobre la 
identidad y pertenencia del ani-
mal agresor.  

La demanda fue iniciada por S. 
M. R. a raíz del episodio ocurrido 
el 13 de diciembre de 2021, cuan-
do caminaba por avenida Tres La-
gos y dos perros salieron de una 
propiedad. Uno de ellos la derribó 
y mordió en la pierna izquierda, lo 
que le causó graves lesiones que 
requirieron varias cirugías, injerto 
de piel, curaciones y tratamientos 
posteriores. La accionante atribu-
yó los animales a M. S. N., quien 
negó tener perros y sostuvo que 
nunca se había demostrado que 
los canes involucrados fueran de 
su propiedad.  

El magistrado recordó que los 
artículos 1757 y 1759 del Código 
Civil y Comercial establecen que la 
responsabilidad por los daños 
causados por animales es objetiva. 
Por ello, no corresponde analizar 
la culpa del dueño o guardián: 
acreditados el daño y la interven-
ción del animal, únicamente pue-
den liberar de responsabilidad el 
hecho de la víctima, el de un terce-
ro por quien no se deba responder, 
el caso fortuito o la fuerza mayor.  

La controversia central quedó 
así circunscripta a determinar si 
alguno de los perros vinculados 
con la demandada había provo-
cado las lesiones. Para resolverla, 
la Unidad Jurisdiccional Civil Nº 5 
de Bariloche valoró especialmen-
te las declaraciones de vecinos 
que conocían a dos perros negros 
que permanecían o salían habi-
tualmente a la calle desde el in-
mueble y habían protagonizado 
otros episodios de comporta-
miento agresivo. Los testimonios 
señalaron además que no había 
otros animales de características 
similares en esa cuadra.  

 
Testigos 
También se ponderó que otros 
testigos hubieran afirmado que 
los perros permanecían atados, 
pues existían declaraciones que 
daban cuenta de que en algunas 
oportunidades se encontraban 
en la calle. Asimismo, el terreno 
no estaba cerrado de manera 
que impidiera su salida. Especial 
relevancia tuvo para el juez la 
posición procesal de la deman-
dada: consideró contradictorio 

que hubiera afirmado no tener pe-
rros al momento del accidente 
cuando la prueba demostraba que 
sí los había tenido, circunstancia 
que restó sinceridad a su defensa.  

Aunque reconoció que no pudo 
demostrarse de manera directa 
que uno de esos perros hubiera 
producido la mordedura, el juez 
sostuvo que esa dificultad proba-
toria no impedía atribuir respon-
sabilidad. Destacó que no había 
testigos presenciales, pero que la 
convergencia de indicios precisos 
y concordantes permitía tener por 
acreditado que alguno de los pe-
rros de la demandada causó el da-
ño. En este tipo de casos, señaló, 
la víctima puede acreditar la con-
dición de dueño o guardián me-
diante presunciones construidas 
a partir de hechos comprobados.  

Establecida la responsabilidad, 
la sentencia reconoció $8.048.991 
por lucro cesante, teniendo en 
cuenta que las lesiones impidieron 
a la actora obtener durante aproxi-
madamente dos meses y medio 
los ingresos provenientes de su ac-
tividad profesional; $2.070.000 por 
tratamiento psicológico; $700.000 
por gastos médicos, farmacéuticos 
y traslados; y $10 millones por da-
ño extrapatrimonial. Sobre este úl-
timo rubro valoró el carácter vio-
lento y traumático del ataque, las 
lesiones físicas y psicológicas, las 
cirugías, internaciones y trata-
mientos y su repercusión en la vida 
diaria, social, laboral y familiar de 
la víctima.  

El fallo explicó además que re-
conocer sumas superiores a las 
inicialmente reclamadas no vul-
neraba la congruencia, porque se 
trataba de deudas de valor cuya 
cuantificación debía realizarse 
con valores actuales para conser-
var la entidad de la reparación. Fi-
nalmente, condenó a M. S. N. a 
abonar $20.818.991 dentro de 
diez días, con intereses única-
mente en caso de mora, ya que los 
intereses desde la fecha del hecho 
no habían sido solicitados en la 
demanda, e impuso las costas a la 
vencida. 
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